
reinserción, nosotros estamos pidiendo una casa
de confianza, pero la Dirección Nacional no nos
ha prestado mayor atención a esta situación,
cosa que nos tiene muy, muy preocupados a
quienes estamos en prelibertad, porque al ingre-
sar nuevamente al centro corremos un riesgo
bastante grande.

¿Qué riesgo corren?

Porque en cierto modo somos personas que ya
hemos cumplido un ciclo carcelario y mucha
gente, quienes no lo obtienen, de pronto por
envidia, de pronto por algunas situaciones o cir-
cunstancias, le pueden hacer problema para que
a uno le quiten la prelibertad o cosas así por el
estilo.

¿Entonces ustedes lo que solicitan es una zona
especial para quienes están en prelibertad?

Una zona especial para prelibertad exactamen-
te, con el objetivo también de irse descontami-
nando, si lo hablamos así vulgarmente. Ha habi-
do uno o dos casos de compañeros que estaban
en prelibertad y han reincidido, entonces de
pronto sí es un llamado a la institución para que
ponga en pie lo antes posible “la casa de confian-
za”. Primero, buscando la integridad de los mis-
mos preliberados, y segundo, buscando una ver-
dadera reinserción o una adaptación plena a la
sociedad
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Privatización del sistema 
carcelario
Manuel Dammert Guardia

En las últimas décadas se encuentra un incremento sosteni-
do y acelerado de la población penitenciaria, lo que implica
serios problemas de hacinamiento, ya que el número de

personas excede la capacidad de las cárceles en prácticamente
todos los países del mundo. Frente a este problema, y otros que
se derivan, se ha abierto un debate sobre la participación de capi-
tal privado en los sistemas carcelarios como alternativa de solu-
ción. Esta medida se viene implementando desde hace más de
una década en países como Estados Unidos, Escocia, Inglaterra,
Puerto Rico, Australia, Canadá, entre otros.

El caso más representativo de privatización carcelaria es el de
Estados Unidos que persigue los siguientes objetivos: reducir cos-
tos estatales, niveles de hacinamiento y de reincidencia, así como
aumentar la rehabilitación y mejorar las condiciones de vida de
reclusos/as. Sin embargo, los resultados muestran que estos no se
han logrado cumplir en su totalidad y, en muchos casos, se ponen
en duda sus beneficios. Diversos estudios muestran que el ahorro
estatal ha sido poco significativo debido a que no se han logrado
reducir los niveles de reincidencia. Por otro lado, la instalación de
programas de trabajo ha abierto un fuerte debate sobre la mejo-
ría de las condiciones de vida al interior de las cárceles (debido a
las malas condiciones salariales y la falta de derechos laborales).

Otro ejemplo importante de introducción del capital pri v a d o
en el sistema carcelario es Chile, que presenta una de las más altas
tasas de población presa por habitante de A m é rica Latina. E n
2 0 0 2 , Chile inició un proceso de modernización del sistema carce-
l a rio basado en la construcción de diez nu e vos recintos, vía licita-
c i ó n , bajo un modelo llamado públ i c o - p rivado (incluye una inve r-
sión de más de 280 millones de dólares). Según este modelo, l a
institución oficial “ G e n d a rmería de Chile” es la encargada de la
a d m i n i s t ración y vigilancia; las empresas privadas se encargan del
d i s e ñ o, fi n a n c i a m i e n t o, c o n s t ru c c i ó n , mantenimiento y prestación
de otros servicios penitenciari o s . Las ventajas que planteaba este
modelo eran la disminución del gasto estatal y el mejoramiento de
los programas de rehabilitación y reinserción social. Hasta la fe c h a ,
han sido entregados tres de los diez recintos. Los resultados han
puesto en duda los beneficios considerados inicialmente, ya que se
estima que el costo por preso es mayor que en el modelo públ i-
co y no se aseguran menores niveles de reincidencia
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